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      SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio diecinueve de dos mil nueve
Expediente: 66001-22-13-004-2009-00061-00

Acta Nº 265 de junio 19 de 2009
   



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Carlos Augusto Zapata Echeverri frente a la Registraduría Especial del Estado Civil de Pereira y la Registraduría Nacional del Estado Civil.
  



ANTECEDENTES
  



Carlos Augusto Zapata Echeverri en uso de la acción de tutela demanda a las Registradurías Especial del Estado Civil de Pereira y Nacional del Estado Civil con sede en la ciudad de Bogotá D.C., para que le sean amparados los derechos fundamentales “al estado civil y ciudadanía de las personas, el derecho al voto, a elegir y ser elegido, el derecho al trabajo , y al mínimo vital” que estima violentados por las demandadas, y se les ordene expedir su nueva cédula de ciudadanía correspondiente al número 10.116.250 preparada en esta ciudad, o en subsidio, se le genere y haga entrega de un duplicado de la contraseña de su documento de identificación hasta tanto se le haga entrega de la cédula original.
  



Relata, en síntesis, que ante la pérdida de su cédula se le expidió una contraseña de la misma que tuvo en su poder hasta octubre del año 2007 cuando le fueron hurtados todos sus documentos; que cada que viene a Pereira para averiguar por la cédula le dicen que tiene que esperar; que labora como erradicador de cultivos ilícitos y que el contrato se lo renuevan cada 4 meses para lo cual debe presentar dicho documento o en su defecto la contraseña; que su contrato no pudo ser renovado porque no contaba con ninguno de dichos documentos, así que procedió a formular una nueva denuncia por este hecho, pues la que tenía se le destruyó; que el 4 de junio último se dirigió a la Registraduría Especial del Estado Civil en esta ciudad y le dijeron que aún no estaba, que tenía que seguir esperando y que además tenía que pagar la suma de $33.800, hecho que no se lo advirtieron en el año 2007 cuando realizó el trámite respectivo y en el momento no cuenta con recursos para asumir ese costo.

  



Agregó que por los hechos narrados no ha podido asumir y responder por sus obligaciones económicas como padre de familia; que además está pendiente de que le cancelen un dinero del contrato anterior que asciende a la suma de $3’350.000,oo pero que para ello debe presentar ante el banco la cédula original o la contraseña y que tiene una niña de 14 años que sufre de leucemia y cada mes hay que comprarle un medicamento que cuesta $170.000. 
 



Se dispuso dar trámite a la petición corriendo el traslado de rigor a los accionados y se accedió a la medida provisional solicitada. Ninguna de ellos se pronunció y ahora se procede a decidir, previas las siguientes:

  



CONSIDERACIONES
  



Dígase de manera inicial que de lo relatado por el accionante en su demanda de tutela se concluye que los derechos cuya protección se invoca de manera esencial, son los políticos a que se refieren los numerales 1 y 2 del artículo 40 de la Constitución Nacional.

  



Y para precisarlo de una vez, encuentra la Sala que los mismos deben ser amparados, porque estos derechos constituyen “una esfera indispensable para la autodeterminación de la persona (C.N., art. 16), el aseguramiento de la convivencia pacífica y la consecución de un orden justo (C.N., Preámbulo, art. 2º)” 
, y están siendo quebrantados por la Registraduría Nacional del Estado Civil, porque no es aceptable que el accionante desde cuando le fue entregada la contraseña, hace más de dos años, se encuentre a la espera de un documento que es requisito indispensable para ejercer los mecanismos de participación ciudadana a que tiene derecho y los cuales se encuentran detallados en la Ley 134 de 1993 (que desarrolló el art. 103 de la Carta Política), como por ejemplo: los comicios electorales, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto entre otros.
  



Por supuesto que la simple certificación que obra a folio 2, o la contraseña que le fue entregada en el momento de realizar los trámites para obtener el duplicado, no suplen la cédula de ciudadanía, porque aunque sirven para realizar algunos actos, no son los documentos válidos que individualicen y permitan comprobar cuál es la persona que en realidad está ejerciendo los derechos ciudadanos. A esto se suma que extraviada dicha contraseña, tampoco se le ha expedido un duplicado de la misma que pueda atemperar la falta del documento respectivo. 
  



Sobre el tema la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha dejado claro que la Constitución y la ley le han asignado a la cédula de ciudadanía una tripartita función, es decir, que sirve para identificar a las personas, para permitir el ejercicio de sus derechos civiles y para asegurar la participación de los ciudadanos en la actividad política que propicia y estimula la democracia; y si bien la Registraduría Nacional del Estado Civil expide una contraseña que sirve en algunos eventos como medio de identificación, ese documento no puede de ninguna manera convertirse en la justificación para no expedir aquella con prontitud, pues que a pesar de que existan algunos trámites de carácter civil en los cuales es factible aceptar esa contraseña o cualquier otro documento, esa no es la regla general 
.
  



Los anteriores razonamientos son suficientes para conceder el amparo impetrado, en virtud del cual se ordenará a la Registraduría Nacional del Estado Civil, entidad directamente responsable del trámite de la expedición de las cédulas de ciudadanía, que en el término de 48 horas realice todas las gestiones necesarias de tipo administrativo y logístico que garanticen la expedición efectiva y correcta de dicho documento en el menor tiempo posible, que en todo caso no podrá exceder de un mes calendario contado a partir de la notificación de esta sentencia. 
  



DECISIÓN

  



En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

 



RESUELVE





1.   CONCEDER la protección invocada en su propio nombre por Carlos Augusto Zapata Echeverri en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil con sede en la ciudad de Bogotá D.C., respecto de sus derechos fundamentales políticos.

  



2.   Se le ORDENA al señor Registrador Nacional del Estado Civil, que en el término de 48 horas realice todas las gestiones necesarias de tipo administrativo y logístico que garanticen la expedición efectiva y correcta de la cédula de ciudadanía del actor en el menor tiempo posible que, en todo caso, no podrá exceder de un mes calendario contado a partir de la notificación de esta sentencia.

 



3. Se absuelve a la Registraduría Especial del Estado Civil de Pereira.

  



Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

  



Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

  



Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









� Corte Constitucional, sentencia T-439 de julio 2 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencias T-610 de 2006, T-056 de 2006 y T-607de 2002.
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